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León, Guanajuato, a 16 dieciséis de mayo del año 2013, dos mil trece. . . . . . 

V I S T O para resolver el expediente número 297/2012-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano VICTOR RÁUL RICO GARCÍA, quien ostenta el carácter de Presidente del Consejo Directivo de la Persona Moral denominada “SITIO TAXIS HACIENDAS DEL ROSARIO”, ASOCIACIÓN CIVIL, en contra del Director General de Movilidad del Municipio de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:

SEGUNDO.- Que por cuestiones de ORDEN PÚBLICO y por tratarse de un presupuesto procesal, de oficio se estudia la personalidad jurídica del ciudadano Víctor Raúl Rico García, quien se ostenta como Presidente del Consejo Directivo de la Persona Moral denominada “SITIO TAXIS HACIENDAS DEL ROSARIO”, ASOCIACIÓN CIVIL, personalidad que acredita con copia certificada notarialmente del Testimonio de la Escritura Pública … y en la cláusula transitoria única, se designa al ciudadano Víctor Raúl Rico García, como Presidente del Consejo Directivo de la referida Persona Moral, quien de acuerdo a lo señalado por la clausula Décima Séptima, inciso a), cuenta con Poder General Amplísimo para Pleitos y Cobranzas, con facultades otorgadas en términos de los tres primero párrafos del artículo 2064 de Código Civil para el Estado de Guanajuato y sus correlativos del Distrito federal y de toda la República, entendiéndose conferidas con todas las facultades generales y especiales que conforme a la Ley requieran clausula especial sin limitación alguna . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que el actor señala como acto impugnado el oficio …, suscrito por el Director General de Movilidad de este Municipio, a través  del cual determina que no es factible ubicar un sitio de vehículos del servicio público de alquiler sin ruta fija “taxis”, en la calle de Bonsái entre las calles Bosques Nacionales y Privada del Carmen, afuera del área de donación del Conjunto Habitacional San Cristóbal; y, la existencia de este acto impugnado se encuentra acreditada en autos de esta causa administrativa con el original del referido oficio, el que obra glosado al expediente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

La autoridad demandada y el tercero con un derecho incompatible con la pretensión del actor, en su respectivo escrito de contestación aducen que se actualiza la causal de improcedencia derivada del artículo 261 fracción I del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en virtud de que el actor no es afectado en sus intereses jurídicos y por ello no le asiste el derecho para impugnar el acto administrativo recurrido, ya que no cuenta con ninguna autorización que le genere derechos de posesión o propiedad, para hacer uso del lugar que solicita. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, en razón de que el justiciable le formula a la autoridad demandada una petición de una autorización para establecer en la vía pública un sitio para la prestación del servicio público de alquiler sin ruta fija y al respecto recibe la contestación que constituye un acto administrativo en el que aparece como destinatario; por otra parte, sobre el particular cabe enfatizar que, en el proceso administrativo el interés jurídico es el derecho subjetivo tutelado a favor del particular por una norma jurídica, en consecuencia, cuando se desconoce ese derecho al accionante se encuentra en aptitud de acudir al proceso administrativo, lo anterior es así porque, el interés jurídico lo crea la titularidad de los derechos afectados con el acto impugnado. Así, las cosas, es el caso que el servicio público de transporte de personas bajo la modalidad de alquiler sin ruta fija, puede prestarse en Sitio o Base -espacio físico ubicado en la vía pública- autorizado por el Municipio, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 38, fracción I, del Reglamento de Transporte de la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Guanajuato; de esta manera, para solicitar una autorización de sitio o base en la vía pública solo se requiere contar con la concesión respetiva y cuando esta se niegue, entonces en la especie, el justiciable cuenta con un derecho protegido por una norma, por lo que tiene interés jurídico y su afectación se analizará en el siguiente considerando, por tanto, está en condiciones de acudir a la vía jurisdiccional y no se actualiza la causal de improcedencia invocada por las autoridades demandadas. . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, aducen que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción VII, concatenada con el artículo 265, fracción VII, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa la cual establece que es requisito de la demanda contener los conceptos de impugnación del acto combatido, toda vez que de los conceptos de impugnación que manifiesta el actor no se desprende relación lógica jurídica tendiente a demostrar el perjuicio que sufrió el actor con la emisión del acto impugnado, ya que se basa en suposiciones personales y en opiniones carentes de fundamento. Causal de improcedencia que NO SE CONFIGURA, en virtud de que la parte actora conforme a la técnica jurídica sí expresa conceptos de impugnación, lo anterior es así porque, de la argumentación lógica y jurídica expresada en estos dos puntos se deduce la causa de pedir, pues, por un lado, se indica de manera clara la lesión que estima le causa el acto impugnado y señala como motivos que originan ese agravio que el acto impugnado resulta infundado e inmotivado, toda vez que se basa en supuestos que no existen y que se expidió sin ningún fundamento jurídico, circunstancias que nos permiten analizar la legalidad del acto impugnado y a deducir los preceptos jurídicos y los Ordenamientos Legales violados en perjuicio del justiciable, ya que este razonamiento se dirige a desvirtuar la legalidad del oficio combatido, por tal motivo, en la especie se deduce la causa de pedir, por tanto, conforme a la técnica jurídica en la demanda si se expresan conceptos de impugnación respecto del acto combatido. A lo anterior, le es aplicable el criterio emitido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Novena Época; Instancia: Pleno; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo: XII, Agosto de 2000; Tesis: P./J. 68/2000; visible a  Página 38, bajo el rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. PARA QUE SE ESTUDIEN, BASTA CON EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA DE GARANTÍAS LA CAUSA DE PEDIR.  El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que debe abandonarse la tesis jurisprudencial que lleva por rubro "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. REQUISITOS LÓGICOS Y JURÍDICOS QUE DEBEN REUNIR.", en la que, se exigía que el concepto de violación, para ser tal, debía presentarse como un verdadero silogismo, siendo la premisa mayor el precepto constitucional violado, la premisa menor los actos autoritarios reclamados y la conclusión la contraposición entre aquéllas, demostrando así, jurídicamente, la inconstitucionalidad de los actos reclamados. Las razones de la separación de ese criterio radican en que, por una parte, los artículos 116 y 166 de la Ley de Amparo no exigen como requisito esencial e imprescindible, que la expresión de los conceptos de violación se haga con formalidades tan rígidas y solemnes como las que establecía la aludida jurisprudencia y, por otra, que como la demanda de amparo no debe examinarse por sus partes aisladas, sino considerarse en su conjunto, es razonable que deban tenerse como conceptos de violación todos los razonamientos que, con tal contenido, aparezcan en la demanda, aunque no estén en el capítulo relativo y aunque no guarden un apego estricto a la forma lógica del silogismo, sino que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad la causa de pedir, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el Juez de amparo deba estudiarlo.”. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . .  
Ante   la   inoperancia  de   las   causales   de   improcedencia   invocadas  y estimando que de autos se advierte que no se actualiza ningún otra causal de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio del concepto de impugnación esgrimido en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
CUARTO.- Que en la especie se analiza de manera integral el escrito de demanda y su escrito aclaratorio, pues para efectos de este proceso se consideran como un todo; de este modo, el actor en el cuarto párrafo del capítulo de hechos expresa que la autoridad demandada funda su negativa argumentando que realizó una inspección ocular del lugar donde solicitó la ubicación del espacio en la vía pública para establecer el sitio de taxis que representa, argumentando que a 380 trescientos ochenta metros se encuentra autorizado el sitio de taxis denominado “Mundo Verde”; sigue manifestando en el sexto párrafo del capítulo de hechos de la demanda  que la resolución resulta infundada e inmotivada, toda vez que se basa en un supuesto que no existe ni ha existido; y , en el segundo párrafo del segundo punto del escrito aclaratorio de la demanda, aduce en lo toral que la Dirección General de Movilidad, sin ningún fundamento jurídico niega el derecho que tiene la persona moral que representa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El Director General de Movilidad en la contestación expresa que en virtud de la solicitud realizada por el actor de conformidad con lo consignado en los artículo 164, fracción IV y 165, fracción VII, del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato y 9 del Reglamento de Transporte Municipal de León, Guanajuato, se realizó una inspección en el lugar en el que se solicitaba la autorización de un espacio en la vía pública para establecer un sitio de vehículos del servicio público de transporte de personas de alquiler sin ruta fija (taxis), a efecto de determinar la viabilidad o no de su petición considerando la cercanía de otros sitios en la zona, para evitar la competencia por el servicio, así como respetando en todo momento la antigüedad de cada uno de los prestadores de éste servicio aplicando además en el criterio para resolver, normas del derecho positivo, como son los Principios Generales del Derecho, ya que el “Primero en tiempo es primero en derecho”, y no como una opinión personal como lo manifiesta el actor; al contestar el cuarto párrafo del capítulo de hechos de la demanda refiere que al momento de la inspección se detectó que existe en la zona un sitio denominado “Mundo Verde”, a 380 trescientos ochenta metros a la redonda, autorizado en el año 2002, dos mil dos; y, al contestar el sexto párrafo del capítulo de hechos de la demanda expresa que niega que no haya fundado y motivado su actuar. . . . . . . . . . 
El tercero con un derecho incompatible con la pretensión del actor, en su escrito de contestación aduce en esencia que si existe el Sitio de Taxis denominado “Mundo Verde” y aproximadamente tiene 11 once años en funcionamiento, haciéndolo de una manera pacífica, continua y sin generar conflictos con conductores de otros vehículos del servicio público de transporte de personas sin ruta fija (taxi) y es el caso que la agrupación que dice representar el quejoso, los ha afectado, en cuanto a la prestación del servicio, toda vez que sin tener autorización realiza sitio sobre la calle Bonsái, entre las calles Bosques Nacionales y Privada del Carmen, afectando de manera directa al sitio que representa, el que se encuentra debidamente establecido y cumpliendo con las condiciones que de la misma autorización de fecha 17 diecisiete de julio del 2002, dos mil dos, se desprenden, como bien lo manifiesta la autoridad cualquier ampliación de sitio en la zona le correspondería a los integrantes del sitio que representa y no al ahora quejoso. .  . . 
Conceptos de impugnación que resultan FUNDADOS, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En principio, se impone señalar que el artículo 4 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, impone a las autoridades Municipales la obligación de fundar y motivar sus actos; y, en segundo lugar se precisa que por fundar un acto administrativo se entiende que la autoridad tiene que señalar el Ordenamiento Legal, el precepto jurídico, en su caso, la fracción, el inciso, subinciso o el párrafo, que le sirve de apoyo para emitir el acto impugnado; mientras, que por motivar un acto administrativo se entiende el expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, las razones particulares o las causas inmediatas que tiene la autoridad para determinar que se actualiza la hipótesis jurídica contemplada en la norma legal que aplica. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Bajo esta tesitura, de un minucioso análisis del texto del Oficio … suscrito por el Director General de Movilidad de esta Municipalidad, se concluye que en efecto resulta infundado, en virtud de que en la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Guanajuato y en el Reglamento de Transporte de la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Guanajuato, no se contempla ningún artículo que establezca la distancia que debe existir entre uno y otro Sitio para la prestación del servicio público de alquiler sin ruta fija -Taxis-; de este modo, no tiene apoyo legal la negativa de autorización del establecimiento del Sitio en la calle de Bonsái entre las calles Bosques Nacionales y Privada del Carmen, afuera del área de donación del Conjunto Habitacional San Cristóbal, de esta ciudad, al soportarse bajo el argumento de que dentro de un distancia radial de 380 trescientos ochenta metros se ubica el Sitio de Taxis denominado “Mundo Verde”. . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . 
Por otra parte, el oficio combatido, se encuentra indebidamente motivado, ya que si no existe un precepto legal en la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Guanajuato, ni el Reglamento de Transporte de la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Guanajuato, que contemple algún artículo que establezca la distancia que debe existir entre uno y otro sitio para la prestación del servicio público de alquiler sin ruta fija, entonces, no es posible encuadrar la situación en que se encuentra la Persona Moral actora en alguna hipótesis señalada por una norma jurídica. Lo anterior es así porque, en ningún disposición de la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Guanajuato, ni del Reglamento de Transporte de la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Guanajuato, se fija expresa o tácitamente el requisito de la distancia radial mínima entre sitios o estaciones de taxis, por tal virtud, la distancia de 380 trescientos ochenta metros no puede estimarse como área de prestación de servicio del Sitio de Taxis denominado “Mundo Verde”; además, sobre el particular se precisa que tampoco se deja al arbitrio de la autoridad Municipal la determinación de la ubicación de Sitios de taxis, sino que de acuerdo a lo estipulado por el artículo 9, fracción VIII del Reglamento de Transporte Municipal de León, Guanajuato, el ejercicio de la facultad de autorizar esos espacios en la vía pública, en una “ubicación adecuada”, lo condiciona a la opinión técnica de la Dirección de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, con la finalidad de que se autoricen Sitios de Taxis en función de determinada cantidad de usuarios del referido servicio público y de esta manera eliminar las prácticas y competencias desleales; en consecuencia, es inexacta la determinación de negar a la parte impetrante la autorización solicitada, con base a la distancia radial que invoca en el acto a debate, sino que la ubicación adecuada de los Sitios de taxis debe determinarse de manera pormenorizada, es decir, expresando las circunstancias de hecho y las razones inmediatas que hacen posible el ejercicio de esa facultad discrecional de autorizar en la vía pública Sitios para la prestación del servicio público de alquiler sin ruta fija, bajo esta modalidad, lo anterior en el entendido de que la inspección ocular, por si solo no constituye un elemento suficiente para determinar la no factibilidad del Sitio de taxis solicitado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .     
Por último y en cuanto al argumento vertido por el tercero con un derecho incompatible con la pretensión del actor, en el sentido de que el sitio que representa sufriría una afectación de manera directa con el otorgamiento de la autorización, resulta infundado, toda vez que omitió aportar a este proceso administrativo medio de convicción alguno tendente a acreditar la existencia de la lesión de los derechos que aduce. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En merito de la expuesto, el acto impugnado resulta infundado e inmotivado, por ende, no cumple con el elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, omisión que constituye un vicio de carácter meramente formal que afecta de manera directa e inmediata la esfera jurídica del actor, violándose en su perjuicio el artículo 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; por lo que se actualiza la causal de ilegalidad establecida en el artículo 302, fracción II, del multicitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y estimando que en la especia existe de por medio una petición, con fundamento en el artículos 300, fracción II, del mismo Código, es procedente declarar la nulidad del Oficio …, suscrito por el Director General de Movilidad de este Municipio, a través del cual determina que no es factible ubicar un sitio de vehículos del servicio público de alquiler sin ruta fija “taxis”, en la calle de Bonsái entre las calles Bosques Nacionales y Privada del Carmen, afuera del área de donación del Conjunto Habitacional San Cristóbal, de esta ciudad; dicha nulidad es para el efecto de que la autoridad demandada con libertad de competencia emita un nuevo acto, subsanando los vicios formales descritos en supralíneas, es decir, de manera debidamente fundada y motivada. Al respecto resulta ilustrativo el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en Jurisprudencia, Número Registro: 920,704. Materia(s): Común. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Apéndice (actualización 2001). Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN. Tesis: 34. Página: 46. Genealogía: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XII, septiembre de 2000, página 95, Segunda Sala, tesis 2a./J. 79/2000, bajo el rubro: “INCONFORMIDAD. LA SENTENCIA QUE OTORGA EL AMPARO POR FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, NO OBLIGA A DICTAR UNA NUEVA RESOLUCIÓN, A MENOS QUE SE TRATE DEL DERECHO DE PETICIÓN O DE LA RESOLUCIÓN DE UN RECURSO O JUICIO. Conforme a la tesis publicada con el número 261, del Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995 bajo el rubro de "FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, AMPARO EN CASO DE LA GARANTÍA DE.", por regla general, los efectos de una ejecutoria de amparo que otorga la protección constitucional por falta de fundamentación y motivación, son los de constreñir a la autoridad responsable a nulificar o dejar sin efectos el acto o actos reclamados, dejándola en aptitud de emitir otro acto, siempre que subsane el vicio formal. De lo anterior se desprende que la autoridad se encuentra en libertad de emitir un nuevo acto o de no hacerlo. Sin embargo, la autoridad se verá necesariamente constreñida a emitir un nuevo acto, subsanando el vicio formal descrito, cuando el acto reclamado consista en una resolución que se emita en respuesta al ejercicio del derecho de petición o que resuelva una instancia, recurso o juicio, ya que en esas hipótesis es preciso que el acto carente de fundamentación y motivación se sustituya por otro sin esas deficiencias pues, de lo contrario, se dejarían sin resolver aquéllos.”. . . . . . 
Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracción III y 302 fracción II, del  Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD del oficio …, suscrito por el Director General de Movilidad, para el efecto de que la autoridad demandada con libertad de competencia emita un nuevo acto, subsanando los vicios formales descritos en supralíneas, o sea, de manera debidamente fundada y motivada, por las razones expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . .  . . . . . .  . . . . . . . . ..
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 
En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma, en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 

